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de información tributaria con la autoridad competente de 
otro Estado prevista en los tratados internacionales o en 
las decisiones de la Comisión de la Comunidad Andina, 
observando las reglas de confidencialidad y de seguridad 
informática señaladas en los mismos.

La información mínima que debe contener cada una 
de las declaraciones juradas informativas a que se refiere 
este artículo se señalará en el reglamento.

La SUNAT podrá establecer la forma, plazo 
y condiciones en que se presentan las referidas 
declaraciones juradas informativas, y podrá exceptuar 
de la obligación de presentar dichas declaraciones. La 
SUNAT no podrá exceptuar de la obligación de presentar 
la declaración jurada informativa Reporte Local en los 
casos en los que el valor de mercado, tratándose de la 
enajenación de bienes, sea inferior al costo computable.

La documentación e información que respalde dichas 
declaraciones juradas informativas, según corresponda, 
debe ser conservada por los contribuyentes, debidamente 
traducida al idioma castellano, si fuera el caso, cinco (5) 
años o durante el plazo de prescripción, el que fuera 
mayor, de conformidad con el numeral 7 del artículo 87° 
del Código Tributario.”

Artículo 4. Incorporación del numeral 7 al inciso 
e) del artículo 32°-A de la Ley y del inciso i) al citado 
artículo

Incorpóranse el numeral 7 al inciso e) del artículo 32°-
A de la Ley y el inciso i) al citado artículo, en los siguientes 
términos:

“Artículo 32°-A.- (…)

e) (…)

7) Otros métodos

Cuando por la naturaleza y características de las 
actividades y transacciones no resulte apropiada la 
aplicación de ninguno de los métodos anteriores, podrá 
acudirse a la aplicación de otros métodos, de acuerdo a lo 
que establezca el reglamento.

(…)

i) Servicios

Sin perjuicio de los requisitos, limitaciones y 
prohibiciones dispuestos por esta Ley, tratándose de 
servicios sujetos al ámbito de aplicación del inciso a), 
el contribuyente debe cumplir el test de beneficio y 
proporcionar la documentación e información solicitada, 
como condiciones necesarias para la deducción del costo 
o gasto.

Se entiende que se cumple el test de beneficio 
cuando el servicio prestado proporciona valor económico 
o comercial para el destinatario del servicio, mejorando 
o manteniendo su posición comercial, lo que ocurre si 
partes independientes hubieran satisfecho la necesidad 
del servicio, ejecutándolo por sí mismas o a través de un 
tercero.

La documentación e información proporcionada debe 
evidenciar la prestación efectiva del servicio, la naturaleza 
del servicio, la necesidad real del servicio, los costos y 
gastos incurridos por el prestador del servicio, así como 
los criterios razonables de asignación de aquellos. En 
caso de cambiar de criterio de asignación, el contribuyente 
debe justificar la razón y/o necesidad de dicho cambio.

La deducción del costo o gasto por el servicio recibido, 
se determina sobre la base de la sumatoria de los costos 
y gastos incurridos por el prestador del servicio así como 
de su margen de ganancia.

A tal efecto, tratándose de servicios de bajo valor 
añadido, el referido margen no puede exceder el cinco 
por ciento (5%) de los costos y gastos incurridos por el 
prestador del servicio.

Se considera como servicios de bajo valor añadido 
aquellos que cumplen con las siguientes características: 
(i) tienen carácter auxiliar o de apoyo; (ii) no constituyen 
actividades principales del contribuyente o del grupo 
multinacional, según corresponda; (iii) no requieren el uso 
de intangibles únicos y valiosos, ni conducen a la creación 

de intangibles únicos y valiosos; y (iv) no conllevan 
asumir o controlar un nivel alto o significativo de riesgo, ni 
generan un nivel de riesgo significativo para el proveedor 
del servicio.

El reglamento podrá señalar de manera referencial 
los servicios que califican como de bajo valor añadido y 
aquellos que no.

En todo caso, tanto el costo y gasto como el 
margen de ganancia se valoran conforme al análisis de 
comparabilidad del inciso d) y son susceptibles de los 
ajustes señalados en el inciso c).”

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES

Primera. Vigencia
El presente decreto legislativo entra en vigencia el 1 

de enero de 2017.

Segunda. Obligaciones formales previstas en el 
inciso g) del artículo 32°-A de la Ley

La presentación de la declaración jurada informativa 
Reporte Local será exigible a partir del año 2017, 
mientras que la presentación de las declaraciones juradas 
informativas Reporte Maestro y Reporte País por País 
será exigible a partir del año 2018.

POR TANTO:

Mando se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los treinta 
días del mes de diciembre del año dos mil dieciséis.

PEDRO PABLO KUCZYNSKI GODARD
Presidente de la República

ALFONSO GRADOS CARRARO
Ministro de Trabajo y Promoción del Empleo
Encargado del Despacho de la Presidencia 
del Consejo de Ministros

ALFREDO THORNE VETTER
Ministro de Economía y Finanzas
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decreto legislativo
nº 1313

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

Que mediante Ley N° 30506, Ley que delega en el Poder 
Ejecutivo la facultad de legislar en materia de reactivación 
económica y formalización, seguridad ciudadana, lucha 
contra la corrupción, agua y saneamiento y reorganización 
de Petroperú S.A., el Congreso de la República ha 
delegado en el Poder Ejecutivo, por el plazo de noventa 
(90) días calendario, la facultad de legislar para adecuar la 
legislación nacional a los estándares y recomendaciones 
internacionales emitidos por la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) sobre el 
intercambio de información para fines tributarios, fiscalidad 
internacional, erosión de bases imponibles, precios de 
transferencia y combate contra la elusión tributaria; así 
como perfeccionar el marco normativo referido al secreto 
bancario y reserva tributaria para combatir la evasión y 
elusión tributaria y facilitar el cumplimiento de los acuerdos 
y compromisos internacionales, respetando los derechos, 
principios y procedimientos previstos en la Constitución 
Política del Perú;

De conformidad con lo establecido en el artículo 104 
de la Constitución Política del Perú y en ejercicio de las 
facultades delegadas de conformidad con el numeral a.7) 
del literal a) del inciso 1) del artículo 2 de la Ley N° 30506;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y,
Con cargo de dar cuenta al Congreso de la República;

Ha dado el Decreto Legislativo siguiente:
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DECRETO LEGISLATIVO QUE MODIFICA LA 
LEY   Nº 26702 - LEY GENERAL DEL SISTEMA 
FINANCIERO Y DEL SISTEMA DE SEGUROS Y 

ORGÁNICA DE LA SUPERINTENDENCIA 
DE BANCA Y SEGUROS

Artículo 1. Objeto
El presente decreto legislativo tiene por objeto 

modificar la Ley N° 26702, Ley General del Sistema 
Financiero y del Sistema de Seguros y Orgánica de la 
Superintendencia de Banca y Seguros a fin de perfeccionar 
el marco normativo referido al secreto bancario y reserva 
tributaria para combatir la evasión y elusión tributaria y 
facilitar el cumplimiento de los acuerdos y compromisos 
internacionales, respetando los derechos, principios y 
procedimientos previstos en la Constitución Política del 
Perú.

 
Artículo 2. Definición
Para efecto del presente decreto legislativo se 

entiende por Ley N° 26702, a la Ley N° 26702, Ley 
General del Sistema Financiero y del Sistema de Seguros 
y Orgánica de la Superintendencia de Banca y Seguros y 
normas modificatorias.

Artículo 3. Modificación del primer párrafo del 
artículo 140 y del inciso 1 del artículo 143 de la Ley 
N° 26702 

Modifícanse el primer párrafo del artículo 140 y el 
inciso 1 del artículo 143 de la Ley N° 26702, conforme con 
los siguientes textos:

“Artículo 140.- ALCANCE DE LA PROHIBICIÓN
Está prohibido a las empresas del sistema financiero, 

así como a sus directores y trabajadores, suministrar 
cualquier información sobre las operaciones pasivas con 
sus clientes, a menos que medie autorización escrita de 
éstos o se trate de los supuestos consignados en los 
Artículos 142, 143 y 143-A.

(…)”.

“Artículo 143.- LEVANTAMIENTO DEL SECRETO 
BANCARIO

El Secreto bancario no rige cuando la información sea 
requerida por: 

1. Los jueces y tribunales en el ejercicio regular de 
sus funciones y con específica referencia a un proceso 
determinado, en el que sea parte el cliente de la empresa 
a quien se contrae la solicitud.

La Superintendencia Nacional de Aduanas y de 
Administración Tributaria - SUNAT, sin perjuicio de lo 
señalado en el numeral 10 del artículo 62 del Código 
Tributario, mediante escrito motivado puede solicitar 
al juez el levantamiento del secreto bancario en 
cumplimiento de lo acordado en tratados internacionales 
o en las Decisiones de la Comisión de la Comunidad 
Andina (CA) o en el ejercicio de sus funciones.

En estos casos, el Juez debe resolver dicha solicitud 
en el plazo de cuarentaiocho (48) horas contado desde la 
presentación de la solicitud. 

Dicha información será proporcionada en la forma 
y condiciones que señale la SUNAT, dentro de los diez 
(10) días hábiles de notificada la resolución judicial, 
pudiéndose excepcionalmente prorrogar por un plazo 
igual cuando medie causa justificada, a criterio del juez. 

La información obtenida por la SUNAT solo puede ser 
utilizada para el cumplimiento de lo acordado en tratados 
internacionales o en las Decisiones de la Comisión de la 
CA o en el ejercicio de sus funciones. El incumplimiento 
de lo dispuesto en este párrafo será sancionado por las 
autoridades competentes como falta grave administrativa.

(…)”.

Artículo 4. Incorporación del artículo 143-A a la Ley 
N° 26702

Incorpórase como artículo 143-A de la Ley N° 26702, 
el siguiente texto:

“Artículo 143-A.- Información financiera 
suministrada a la SUNAT

Las empresas del sistema financiero, suministran a 
la SUNAT, información sobre operaciones pasivas de las 
empresas del sistema financiero con sus clientes referida 
a saldos y/o montos acumulados, promedios o montos 
más altos de un determinado periodo y los rendimientos 
generados, incluyendo la información que identifique a los 
clientes, tratándose del cumplimiento de lo acordado en 
tratados internacionales o Decisiones de la Comisión de 
la CA. 

La información mencionada en el párrafo anterior, 
será establecida por Decreto Supremo refrendado por el 
Ministro de Economía y Finanzas.

El uso no autorizado o ilegal de la información 
constituye falta grave administrativa, sin perjuicio de la 
responsabilidad penal a que hubiera lugar. 

La obligación de la confidencialidad de las personas 
con vínculo laboral o de otra naturaleza contractual con la 
SUNAT no se extingue al concluir dicho vínculo. 

La SUNAT requerirá la información directamente a las 
empresas del sistema financiero.

En ningún caso la información requerida detalla 
movimientos de cuenta de las operaciones pasivas de 
las empresas del sistema financiero con sus clientes ni 
excede lo dispuesto en el presente artículo; de ser así, 
la información debe ser requerida por el juez a solicitud 
motivada de la SUNAT de acuerdo con lo dispuesto por el 
inciso 1 del artículo 143 de la presente ley.”

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS 
MODIFICATORIAS

Primera. Modificación del primer párrafo del inciso 
c) del artículo 11; del párrafo 12.3 del artículo 12 y del 
párrafo 13.1 del artículo 13 del Decreto Legislativo N° 
1264

Modifícanse el primer párrafo del inciso c) del artículo 
11; el párrafo 12.3 del artículo 12 y el párrafo 13.1 del 
artículo 13 del Decreto Legislativo N° 1264, conforme a 
los siguientes textos:

“Artículo 11.- (…)
 c) Las personas naturales que a partir del año 2009 hayan 

tenido o que al momento del acogimiento al Régimen tengan 
la calidad de funcionario público. Esta exclusión también se 
aplicará a su cónyuge, concubino(a) o pariente hasta el primer 
grado de consanguinidad y primer grado de afinidad.

(…).”

“Artículo 12.- (…)

12.3 Tampoco procederá el ejercicio de la acción penal 
por parte del Ministerio Público por el delito de lavado 
de activos cuando el origen de las rentas no declaradas 
acogidas al Régimen se derive de delitos tributarios y/o 
aduaneros, respecto de los cuales no se ha iniciado la 
acción o comunicación a que se refiere el párrafo anterior.

(…).”

“Artículo 13.- 
(…)
13.1 Los bienes y/o derechos declarados conforme al 

inciso a) del párrafo 9.1 del artículo 9, que se encuentren 
a nombre de interpósita persona, sociedad o entidad, 
deberán ser transferidos a nombre del sujeto que se acoja 
al Régimen, previamente al acogimiento. Para efectos del 
impuesto a la renta, dicha transferencia no se considerará 
enajenación. 

(…).”

Segunda. Incorporación de un segundo párrafo al 
inciso b) del párrafo 9.1 del artículo 9 y del párrafo 
12.4 al artículo 12 del Decreto Legislativo N° 1264

Incorpórese un segundo párrafo al inciso b) del párrafo 
9.1 del artículo 9 y el párrafo 12.4 al artículo 12 del Decreto 
Legislativo N° 1264, conforme a los siguientes textos:

“Artículo 9.- Acogimiento

9.1	 (…)
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b) (…)

El requisito a que se refiere este inciso también resulta 
aplicable cuando las rentas no declaradas correspondan 
a periodos prescritos.

(…).”

“Artículo 12.- (…)

12.4 No será de aplicación lo previsto en los párrafos 
anteriores respecto de la parte de la información 
declarada referida a los bienes, derechos y dinero, o 
rentas no declaradas que el contribuyente no sustente, 
en caso la SUNAT le requiera dicho sustento. Lo antes 
señalado no genera derecho a devolución del importe 
pagado conforme al presente decreto legislativo. La 
SUNAT tendrá el plazo de un año, contado desde el 1 de 
enero de 2018, para requerir la información relacionada a 
los requisitos para el acogimiento al Régimen.”

POR TANTO:

Mando se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los treinta 
días del mes de diciembre del año dos mil dieciséis.

PEDRO PABLO KUCZYNSKI GODARD
Presidente de la República

ALFONSO GRADOS CARRARO
Ministro de Trabajo y Promoción del Empleo
Encargado del Despacho de la Presidencia 
del Consejo de Ministros

ALFREDO THORNE VETTER
Ministro de Economía y Finanzas

1469407-2

decreto legislativo
nº 1314

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

El Congreso de la República mediante Ley N.° 30506 
y de conformidad con el artículo 104° de la Constitución 
Política del Perú, ha delegado en el Poder Ejecutivo, 
por un plazo de noventa (90) días calendario, la facultad 
de legislar en materia de reactivación económica y 
formalización a fin de emitir normas que regulen o faciliten 
el desarrollo de actividades comerciales en los tres niveles 
de gobierno; 

De conformidad con lo establecido en el artículo 104 
de la Constitución Política del Perú y en ejercicio de las 
facultades delegadas de conformidad con el inciso h) del 
numeral 1) del artículo 2 de la Ley N° 30506;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros;
Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República;
Ha dado el decreto legislativo siguiente:

DECRETO LEGISLATIVO QUE FACULTA A LA 
SUNAT A ESTABLECER QUE SEAN TERCEROS 

QUIENES EFECTÚEN LABORES RELATIVAS A LA 
EMISIÓN ELECTRÓNICA DE COMPROBANTES DE 

PAGO Y OTROS DOCUMENTOS

Artículo único.- Facultan a la SUNAT a establecer 
que sean terceros quienes efectúen la comprobación 
material en el sistema de emisión electrónica

1. En caso la SUNAT considere necesario que se 
compruebe de manera informática el cumplimiento 
de los aspectos esenciales para que se considere 
emitido el documento electrónico que sirve de soporte 

a los comprobantes de pago electrónicos, a los 
documentos relacionados directa o indirectamente a 
esos comprobantes y a cualquier otro documento que 
se emita en el sistema de emisión electrónica; dicha 
entidad se encuentra facultada a establecer que sean 
terceros quienes efectúen esa comprobación con carácter 
definitivo, previa inscripción en el Registro de Operadores 
de Servicios Electrónicos. 

2. Para efecto del numeral anterior:

a) La SUNAT establece los requisitos para que los 
sujetos sean inscritos en el Registro de Operadores de 
Servicios Electrónicos y las obligaciones de estos; y,

b) El emisor electrónico puede determinar a cuál(es) 
de los sujetos que esté(n) inscrito(s) en el aludido 
registro contrata para que se encargue(n) de realizar la 
comprobación respectiva.

3. Si el sistema de emisión electrónica a que se 
refiere el numeral 1 es el único que se adapta a la 
operatividad de determinados emisores, a los sujetos 
inscritos en el Registro de Operadores de Servicios 
Electrónicos según el numeral anterior se les extiende 
la obligación de guardar la reserva tributaria de la 
información calificada como tal según el Código 
Tributario –cuyo último texto único ordenado fue 
aprobado por el Decreto Supremo N.° 133-2013-EF 
y normas modificatorias–, a la que accedan según 
la presente disposición, quienes no pueden utilizarla 
para sus fines propios, ni siquiera si han sido retirados 
de aquel registro. Lo señalado no impide que, con 
permiso expreso del emisor electrónico, esos sujetos 
remitan los documentos que este emita a otros o 
divulgue esa información. 

4. El sujeto que incumpla las obligaciones establecidas 
en la presente disposición o las que, al amparo de esa 
disposición, señale la SUNAT será sancionado por esta 
con el retiro del Registro de Operadores de Servicios 
Electrónicos por un plazo de 3 años, contado desde la 
fecha en que se realice el retiro o una multa de 25 UIT, 
de acuerdo a los criterios que señale. A ambas sanciones 
se les puede aplicar lo dispuesto en el artículo 166 del 
Código Tributario.

DISPOSICIONES 
COMPLEMENTARIAS FINALES

Primera.- Vigencia
El presente decreto legislativo entra en vigencia desde 

el día siguiente de su publicación.

Segunda.- De la Contratación de los Operadores 
de Servicios Electrónicos

Autorícese excepcionalmente y hasta el 31 de 
diciembre del 2018, a las Entidades que se encuentren 
bajo el ámbito de la Ley N° 30225, Ley de Contrataciones 
del Estado, a contratar terceros inscritos en el Registro 
de Operadores de Servicios Electrónicos que tendrán a 
su cargo la comprobación informática a que se refiere 
el numeral 1 del artículo único del presente decreto 
legislativo, a través del procedimiento de selección 
de comparación de precios regulada en la referida 
Ley y su Reglamento aprobado por Decreto Supremo 
N° 350-2915-EF, con independencia del monto de la 
contratación. 

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA TRANSITORIA

Única.- Condición para que el sistema de emisión 
electrónico en el que participe el OSE sea obligatorio

El sistema de emisión electrónica a que se refiere 
el numeral 1 del artículo único podrá ser un sistema de 
uso obligatorio cuando se hayan inscrito al menos tres 
(3) sujetos en el Registro de Operadores de Servicios 
Electrónicos que brinden el servicio a nivel nacional. 

POR TANTO:

Mando se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República.


